
Mar del Plata, 04 de febrero de 2013.- 

AUTOS Y VISTOS: Estos caratulados “Fernandez Daniel Esteban c/ Fernandez Patricia 

Bibiana y ots. s/ daños y perjuicios”, nro. 17.689, traídos a despacho a fin de resolver 

sobre la presentación efectuada a fs. 12/18; 

Y CONSIDERANDO 

I) Antecedentes.- 

Que a fs. 12/18 se presenta Daniel Esteban Fernandez, por su propio derecho, con el 

patrocinio letrado de la Dra. Suyai Fernandez, solicitando la habilitación judicial de los 

presentes obrados sin la realización del trámite previo de mediación, con motivo de la 

excusación de la mediadora Dra. Natalia Cecilia Pleggio.- Planteando, en subsidio, 

formal oposición a la excusación de la nombrada. 

Luego deduce inconstitucionalidad de los arts. 14, 15 y 31 de la ley 13.951 y arts. 13, 

18, 27 y 28 del Anexo Unico, Decreto nro. 2.530/2010, reglamentario de la ley 13.951. 

De tal forma, comienza diciendo que la ley de mediación vigente, en su art. 28 establece 

que la excusación sin causa es inadmisible para el mediador designado; indicando que la 

mediadora debió esperar para excusarse “a que motivos de decoro y delicadeza que 

pudieran afectarla” se transformen en circunstancias que realmente la afecten. 

Señala que la ley citada establece que los mediadores podrán excusarse por las mismas 

causales que los jueces de primera instancia, no admitiéndose la excusación sin causa, y 

si existiera controversia en relación a la excusación la misma será resuelta por el juez 

oportunamente sorteado o juzgado descentralizado. 

Destaca que la excusación debe resultar de efectivas circunstancias que demuestren que 

la inhibición responde a causales avaladas por serios fundamentos, pues la sola 

delicadeza personal y/o decoro, en modo alguno justifican de por sí la excusación del 

mediador. 

Es decir –continúa diciendo- debe especificarse en forma detallada de qué modo y en 

qué medida se le produce a la mediadora una situación de violencia moral que le impide 

intervenir con neutralidad e imparcialidad. 

A tal fin cita abundante jurisprudencia sobre la cuestión introducida. 

Luego de ello, plantea la inconstitucionalidad del art. 31 de la ley 13.951, como de los 

arts, 18, 27 y 28 del anexo único, decreto 2530/2010, reg. Ley 13.951. 

Comenzando por el primer articulado, refiere que los honorarios profesionales de los 

abogados en la Provincia de Buenos Aires se rigen por las disposiciones de la ley 8904, 

y cualquier modificación o ampliación por la aparición de nuevas formas de gestión 



debe instituirse por ley. 

Así, sostiene que los honorarios de los abogados que intervengan como mediadores solo 

podrán establecerse mediante una ley, sino están estatuidos en la ley arancelaria “…lo 

que impide que por vía reglamentaria de la ley 13.951 puedan establecerse 

remuneraciones con cargo a cualquiera de las partes (requirentes o requeridos) que 

intervengan en una mediación prejudicial…”. 

Destaca que otra situación se daría si quien se haga cargo del pago de los honorarios del 

mediador sea el propio Poder Ejecutivo, honorarios que sí en tal caso pueden fijarse por 

vía del decreto reglamentario. 

Por ello, considera que deviene inconstitucional delegar en el Poder Ejecutivo 

provincial la función legislativa, conforme lo dispuesto por el art. 45 de la Constitución 

provincial. 

Asimismo, hace mención a lo dispuesto por el art. 57 de la misma Carta Magna 

provincial, por lo cual solicita la declaración de inconstitucionalidad del art. 31 en lo 

que respecta a la delegación de facultades para fijar las sumas que el mediador percibirá 

por la tarea desempeñada como tal, decretando como consecuencia de ello, que resultan 

inaplicables las pautas establecidas en concepto de honorarios en el art. 27 del anexo 

único del decreto 2530/10. 

Seguidamente, y por idénticas razones a las expuestas en el punto anterior, plantea la 

inconstitucionalidad de los arts. 18, 27 y 28 del Anexo Unico del decreto 2530/2010. 

Insiste en señalar que el Poder Ejecutivo, vía decreto reglamentario, pueda determinar 

los honorarios del mediador judicial, o determine la imposición de la carga del pago de 

los honorarios de los mediadores al requeriente y/o requerido, o establezca la 

oportunidad de pago de ellos, en abierta contradicción con la ley arancelaria 8904. 

Afirma que ni el Poder Legislativo puede delegar la función que le corresponde (art. 45 

Constitución), ni el Ejecutivo tiene autoridad para legislar. 

Ergo –prosigue- el Poder Ejecutivo no puede ni modificar la ley 8904 ni establecer 

pautas arancelarias para la regulación de honorarios de los abogados mediadores en 

forma ampliatoria a lo que la ley arancelaria determina “…remuneraciones que solo 

pueden determinarse por el Poder Legislativo, en cuanto a sus atribuciones 

constitucionales…” 

Y tampoco, según afirma, otro poder distinto del legislativo puede imponer el pago de 

los honorarios del mediador a las partes que intervienen en la mediación. 

Por ello, entiende que si la obligación de abonar los honorarios por parte del requirente 

no se establece por ley, no puede imponerse por vía de un decreto reglamentario; 

entendiendo que solo su parte se encontraría obligada al pago de los honorarios del 

mediador si así se comprometiera en el acuerdo conciliador. 

Señalando, por último, que en forma errónea en los considerandos del decreto nro. 2530 



se cita que el mismo se dicta en uso de las atribuciones conferidas por el art. 144 inc. 2 

de la Constitución Provincial y art. 30 de la ley 13.951, al tiempo que dicha manda no 

atribuye al ejecutivo la posibilidad de legislador al respecto, “ni el referido art. 30 de la 

ley le confiere atribuciones para fijar los honorarios de los abogados que intervienen en 

las mediaciones”. 

En consecuencia, solicita que se haga lugar a la petición formulada, conforme los 

argumentos hasta aquí expuestos. 

II) Excusación.- 

a.- Tal como fuera expuesto, a partir del desarrollo volcado en los puntos “III” y 

siguientes de la presentación en estudio, el aquí reclamante peticiona la habilitación de 

la vía judicial correspondiente, sin la realización del trámite de mediación legalmente 

previsto, con motivo de la excusación de la mediadora sorteada. 

Y en subsidio de ello, para el supuesto de ser desestimado el planteo, formula formal 

oposición a la excusación de la mediadora Dra. Natalia Cecilia Pleggio (v. fs. 12 vta. y 

ss.). 

Tal como resulta de la planilla anexada a fs. 6, se advierte sobre la no realización del 

trámite de mediación extrajudicial habida cuenta de la excusación de la mediadora 

interviniente. 

Justamente, en el resultado del trámite se informó: “Motivos de decoro y delicadeza que 

pudieren afectar la neutralidad e imparcialidad de la suscripta, siendo éstos principios 

esenciales en todo proceso de mediación, como así también la legitimación del rol de 

ésta mediadora”. 

Sobre el punto, el art. 28 de la ley 13.951 establece que “Los mediadores podrán 

excusarse o ser recusados por las mismas causales que los Jueces de Primera Instancia, 

no admitiéndose la excusación o recusación sin causa. En ambos casos se procederá 

inmediatamente a un nuevo sorteo…”. 

Por su lado, el art. 23 del decreto reglamentario 2530 dispone que “Cuando el mediador 

fuere recusado o dentro de los tres (3) días hábiles desde que tomó conocimiento de su 

designación se excusare de intervenir, debe entregar al reclamante constancia escrita de 

su inhibición y este, dentro de igual plazo, solicitará el sorteo de otro mediador 

adjuntando dicha constancia y el formulario de inicio. Si existiere controversia en 

relación a la recusación o excusación, será resuelta por el juez oportunamente sorteado o 

juzgado descentralizado”. 

Del juego armónico de dicho articulado se desprende que los mediadores podrán 

excusarse o ser recusados por las mismas causales que los jueces de primera instancia; 

sin embargo, la recusación sin expresión de causa no está admitida para estos 



operadores (E. Falcón “Sistemas alternativos de resolver conflictos jurídicos”, Rub. 

Culz., p. 345/6). 

De allí que, a mi juicio, la facultad de excusarse del mediador no debe justificar causal 

alguna. 

Precisamente, sin perjuicio que el primero de los artículos no admite excusación o 

recusación “sin causa”, considero que al hacer expresa mención a “…las mismas 

causales que los jueces de primera instancia…”, ello es únicamente para la recusación 

(conf. arts. 14 y 17 el C.P.C.), pero no, en cambio, en lo que respecta a la excusación. 

Las causales de excusación, en cuanto a los jueces, son las mismas que para la 

recusación, y la oportunidad o contra las personas que procede también son las mismas, 

aunque la excusación es más extensa pues tiene una causal subjetiva propia. 

Por ello, si bien no corresponde aplicar estrictamente las causales de la recusación sin 

causa, pues los motivos de excusación son mucho más amplios dentro del concepto de 

decoro y delicadez, tampoco las partes pueden crear motivos de excusación (E. Falcón 

“Tratado de derecho procesal civil y comercial”, t. I, p. 284). 

En este sentido, el art. 30 del código procesal previene: “Todo juez que se hallare 

comprendido en alguna de las causas de recusación mencionadas en el art. 17 deberá 

excusarse. Asimismo, podrá hacerlo cuando existan otras causas que impongan 

abstenerse de conocer en el juicio, fundadas en motivos graves de decoro y 

delicadeza…”. 

Explica Palacio que en lo que atañe al derecho de abstención, la ley adopta una fórmula 

flexible que, remitiendo fundamentalmente a las motivaciones subjetivas del juez, 

tiende a respetar todo escrúpulo serio que éste manifieste en orden a una posible 

sospecha sobre la objetividad de su actuación; si bien las excusaciones de los 

magistrados no deben basarse únicamente en meras razones de delicadeza personal, no 

requieren estricta causal de recusación (“Derecho procesal civil”, t. II, p. 332). 

A su vez, dado que la excusación constituye un deber y, eventualmente, un derecho de 

los jueces, y que su procedencia o improcedencia está exclusivamente reservada, el art. 

31 del ordenamiento procesal dispone que “las partes no podrán oponerse a la 

excusación ni dispensar las causales invocadas”. 

También, no hay duda que los motivos graves de decoro y delicadeza que prevé el art. 

30 de aquél ordenamiento legal, sin duda debe ponderarse con estrictez, a fin de que en 

lo posible los juicios se inicien y concluyan antes los organismos originarios; pero ello 

ponderando que la norma adopta una fórmula flexible y remitiendo fundamentalmente a 

las motivaciones subjetivas del juez: dichos motivos cubren ciertos casos de violencia 

moral que sólo el magistrado sabe en qué medida pesan sobre su conciencia (conf. 

Morello y otrs. “Códigos…”, t. II-A). 

b.- Transpolando tales ideas al caso en estudio, y siendo que la propia normativa que 



regula la mediación provincial remite al régimen de causales de excusación o recusación 

de los jueces de primera instancia, entiendo válido hacer mérito del régimen 

procedimental vigente para desde allí resolver la petición aquí volcada (art. 41 ley 

13.951). 

Es más, el propio régimen de medicación nacional (ley 24.573) dispone que el mediador 

podrá ser recusado –también- “con expresión de causa por las partes”; mientras que 

podrá excusarse “…en todos los casos previstos en el Código Procesal Civil y 

Comercial de la Nación para excusación de los jueces…”. 

Frente a todo ello, señálase que la mediadora Natalia Cecilia Poleggio (matrícula MP 

137) encuadró su excusación dentro del marco legal descripto, al tiempo de haber 

invocado razones que pudieran afectar su “neutralidad e imparcialidad” en la mediación 

propuesta (v. fs. 6). 

Y siendo una de las notas distintivas de la mediación la “imparcialidad”, conforme los 

principios consagrados por el art. 1º, segundo párrafo, de la ley 13.951, no hay duda que 

ello es suficiente –como causal de excusación- para tener por conformada la causal 

invocada. 

Señálase que ambos principios implican tanto una característica esencial de la 

mediación como un deber en cabeza del mediador, ya que no sólo se espera que el 

mediador sea neutral e imparcial, sino que dicho comportamiento le es exigido por la 

propia norma legal. 

La imparcialidad se refiere a la actitud del mediador en lo particular, en lo concreto, 

referida al contenido de la disputa, al proceso de mediación y al acuerdo al que puedan 

arribar las partes. Se espera del mediador que actúe sin favoritismo, en forma 

equidistante y ecuánime y que asuma el compromiso de servir a todas las partes y no a 

una sola (E. Higthon y G. Alvarez “Mediación para resolver conflictos”, p. 375). 

Tanto la neutralidad como la imparcialidad se refieren a actitudes que debe tener el 

mediador para el buen desempeño de su rol. La neutralidad es una actitud genérica, 

previa e interna que implica la abstención de juicio acerca de las partes y los temas en 

disputa, mientras que la imparcialidad es una actitud específica, concreta y relacionada 

con un determinado conflicto en el que le toca intervenir y que se traducirá en la forma 

en que dirigirá el proceso, realizará sus intervenciones, interactuará con las partes y con 

el contenido de esa disputa (C. Fontana “Principios que rigen la mediación en la 

Provincia de Buenos Aires…”, DJ Procesal, junio 2012, p. 33 y ss.). 

En función de todo ello, concluyo aquí por el rechazo del planteo de habilitación de la 

vía judicial sin el trámite obligatorio de mediación, habida cuenta de la desestimación 

de la oposición a la excusación de la mediadora interviniente en autos Natalia Cecilia 

Poleggio (matrícula MP 137) (arts. 2, 6, 7, 11, 28 y concs. ley 13.951). 

Y en virtud de lo dispuesto por la segunda parte del art. 28 de la ley 13.951 y 23 del 



decreto reglamentario 2530, deberá procederse a un nuevo sorteo de mediador en la 

forma allí dispuesta. 

III) Inconstitucionalidad arts. 14, 15 y 31 ley 13.951 y 13, 18, 27 y 28 decreto 

2520/2010.- 

a.- A partir del punto “VI” de fs. 16 y siguientes, el presentante cuestiona la 

constitucionalidad del art. 31 de la ley 13.951 y de los arts. 18, 27 y 28 del Anexo 

Unico, respecto a la determinación de honorarios del mismo, el establecimiento de la 

oportunidad de pago y distribución respecto de las partes. 

Y tal como fuera adelantado, el capítulo en cuestión está centrado en el argumento que 

los honorarios de los profesionales que intervengan como mediadores solo podrán 

establecerse mediante una ley, impidiendo que una vía reglamentaria pueda establecerse 

remuneraciones a cargo de cualquiera de las partes que intervengan en una mediación 

pre-judicial. 

Fundamentalmente, se cuestiona por inconstitucional la normativa indicada, con motivo 

de la imposibilidad de delegar en el Poder Ejecutivo provincial la función legislativa, 

conforme lo dispuesto por el art. 45 de la Constitución local. 

La norma legal cuestionada, en lo que aquí importa, establece que “El mediador 

percibirá por la tarea desempeñada en la Mediación una suma fija, cuyo monto, 

condiciones y circunstancias se establecerán reglamentariamente. Dicha suma será 

abonada por la o las partes conforme el acuerdo transaccional arribado”. 

Por su lado, las normas reglamentarias cuestionadas (s/dec. 2530) corresponden a los 

arts. 18, 27 y 28 del decreto 2530/10. 

En el ámbito Nacional, el art. 35 de la ley 20.744 establece que “La intervención del 

mediador y de los profesionales asistentes se presume onerosa. El mediador percibirá 

por su desempeño en la mediación, un honorario básico cuyo monto y condiciones de 

pago se establecerán reglamentariamente por el Poder Ejecutivo Nacional”. 

A su vez, el Anexo III del decreto 1467/2011 dispuso en el art. 7º: “Apruébase el 

régimen de honorarios de los mediadores previsto en el art. 35 de la ley nro. 26.589, que 

integra como Anexo III el presente Decreto”. 

Luego, en el art. 30 se ordena que “Los honorarios de los profesionales asistentes serán 

pactados por las partes y se ajustarán a lo que dispongan sus respectivos regímenes 

arancelarios profesionales, no pudiendo en ningún caso ser inferior al cincuenta por 

ciento (50 %) de los honorarios básicos del mediador…”. 

Es decir, que ambos cuerpos legales (ley provincial 13.951, como la nacional 20.744) 

prevén, por vía reglamentaria, el capítulo de instrumentación de los honorarios de todos 

los profesionales que participen en la mediación. 



La Constitución Nacional en su art. 99 determina, en cuanto a las atribuciones del Poder 

Ejecutivo, que “Expide las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la 

ejecución de las leyes de la Nación, cuidando de no alterar su espíritu con excepciones 

reglamentarias”. 

Dicha disposición no sufrió alteración alguna en la reforma constitucional de 1994, pero 

ésta incluyó el art. 76 que autorizó al Congreso Federal a efectuar delegaciones 

legislativas, bajo determinadas condiciones. 

Es así que las instrucciones y reglamentos que debe dictar el presidente de la Nación 

tienen como finalidad la aplicación de las leyes que lo requieran y, en principio, 

dependen de que esas normas estén relacionadas con la administración y las 

atribuciones ejecutivas. En este sentido, existe una diferencia sustancial entre la 

reglamentación de derechos que dispone el Poder Legislativo, sancionando leyes y la 

reglamentación ejecutiva que completa los pormenores de las leyes para ponerlas en 

ejecución. 

Así pues, en cumplimiento del art. 99 inc. 2 de la Constitución Nacional, el Poder 

Ejecutivo tiene la atribución de integrar la ley con los pormenores necesarios para su 

cumplimiento y la efectividad de sus objetivos (C. Colautti “Derecho Constitucional”, 

ed. Universidad Bs. As., 1996, p. 178). 

La Corte Suprema trazó, por primera vez, los límites de la competencia reglamentaria 

del poder ejecutivo en el caso “Delfino y Cía”. Con mención expresa del anterior art. 86 

inc. 2, el Tribunal sostuvo que “Existe una distinción fundamental entre la delegación 

de poder para hacer la ley y la de conferir cierta autoridad al Poder Ejecutivo o a un 

cuerpo administrativo a fin de reglar los pormenores y detalles necesarios para la 

ejecución de aquella”. 

El Máximo Tribunal Federal dispuso que el Congreso no puede delegar en el Poder 

Ejecutivo o en otro departamento de la administración, ninguna de las atribuciones o 

poderes que le han sido expresa o implícitamente conferidos, pues ello implicaría la 

vulneración del art. 29 de la Constitución Argentina (Fallos 148:430). 

Síguese de ello que el inciso 2º del art. 99 prohíbe que el presidente de la Nación altere 

el espíritu de la ley con excepciones reglamentarias. Así como el Congreso no debe 

alterar los derechos al reglamentarlos (arts. 14 y 28 de la Const. Nac.), el presidente no 

debe suprimir ni agregar supuestos a la ley que desvirtúen su finalidad (A. Gelli 

“Constitución de la Nación Argentina”, t. II, p. 364). 

El control de razonabilidad en términos de relación y proporcionalidad entre la norma 

legal y las disposiciones reglamentarias, ofrece criterios adecuados para examinar, en 

cada circunstancia, los eventuales excesos del Poder Ejecutivo (C.S.J.N., Fallos 

269:363). 

Por su lado, y siguiendo igual orientación que la Constitución Nacional, la Carta Magna 



Provincial determina en su art. 144 entre las Atribuciones del Poder Ejecutivo: 

“Promulgar y hacer ejecutar las leyes de la Provincia, facilitando su ejecución por 

reglamentos y disposiciones especiales que no alteren su espíritu”. 

Por ello, ambos texto constitucionales contemplan la posibilidad que el Poder Ejecutivo 

sea quien reglamente el ejercicio de las leyes dictadas por el Poder Legislativo. 

Llevado al caso en estudio, entiendo que la reglamentación hecha por el decreto 

2530/10 al art. 28 de la ley 13.951, no colisiona con normativa constitucional alguna 

para, desde dicho ángulo, poder lograr su inconstitucionalidad conforme fuera aquí 

propuesto. 

b.- Además de ello, señálase que la declaración de inconstitucionalidad constituye la 

última “ratio” del orden jurídico a la que sólo cabe acudir cuando no existe otro modo 

de salvaguardar algún derecho o garantía amparado por la Constitución, si no es a costa 

de remover el obstáculo que representan normas de inferior jerarquía (C.S.J.N.,Fallos 

312:2315 y sus citas; 316:782). 

Es así que para cuestionar la constitucionalidad de una norma y obtener la tacha de 

inconstitucionalidad han de seguirse una serie de pasos que mediante el razonamiento 

realizado lleven a considerar que la expulsión del ordenamiento jurídico de la norma en 

el caso concreto ha de resultar necesaria para que no se vulnere el derecho invocado 

(conf. Gallo Quintian, Federico José en “Revista de Derecho Procesal y Práctica 

Forense”, año 2, nro. 3, p. 308 y ss.; Bianchi “Control de constitucionalidad”, p. 24 y 

ss.). 

De ahí que, los encargados de aplicar las leyes a los casos particulares (jueces) deben 

conocer y saber interpretar la Norma Fundamental; es que la Constitución y no la ley -

en contradicción- será la que debe regir el caso al cual ambas normas se refieren, ya que 

“Es elemental en nuestra organización constitucional la atribución que tienen y el deber 

en que se hallan los tribunales de justicia de examinar, a petición de parte, las leyes en 

los casos concretos que se traen a su decisión, comparándolas con el texto de la 

Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta y abstenerse de 

aplicarlas si las encuentran en oposición con aquél, obligación ésta que naturalmente no 

sólo compete a los jueces nacionales sino también a los provinciales” (C.S. 17/III/98, 

Fallos 321:562). 

Se ha dicho siguiendo dicho principios que constituye un requisito indispensable para la 

declaración de inconstitucionalidad, la exposición del modo en que la norma 

cuestionada quebrantaría las cláusulas constitucionales invocadas Ello así pues, 

conforme reiterada doctrina legal de la Suprema Corte la tacha de inconstitucionalidad 

debe indicar de qué modo las norma impugnadas habrían quebrantado los derechos 

constitucionales cuya tutela se procura, ya que en caso de insuficiencia argumental, ésta 

no pueda ser suplida por el tribunal debiéndose rechazar el planteo invocado a tal 



respecto (conf. Cámara de Apelaciones de Apelaciones en lo Civil y Comercial de La 

Plata, Sala II, causa nro. 100095 RSD-365-3 S 23-12-2003, causa nro. 101586 RSD-

212-5 S 29-9-2005). 

Nuestro máximo Tribunal Provincial ha señalado que la tacha de inconstitucionalidad 

de una norma legal o reglamentaria debe indicar, con precisión, de qué modo la 

disposición impugnada habría quebrantado los derechos, principios o garantías 

constitucionales cuya tutela se procura, y en caso de deficiencia argumental, ésta no 

puede ser suplida por el tribunal, debiéndose rechazar el planteo (conf. “Acuerdos y 

Sentencias”, 1986-II, 395; I. 1604, “Fontana”, sent. de 22IV1997; B. 57.984, “Peláez”, 

sent. de 9-V-2001, entre muchas otras). Ello es así, toda vez que la declaración de 

inconstitucionalidad de las normas generales comporta un acto de suma gravedad que 

debe ser considerado como última ratio del orden jurídico (doct. causas L. 45.582, sent. 

de 2IV1991, “Acuerdos y Sentencias”, 1991I439; L. 36.198, sent. de 27XII1988, 

“Acuerdos y Sentencias”, 1988IV699; L. 45.654, sent. de 28V1991, “Acuerdos y 

Sentencias”, 1991I880; L. 62.704, sent. de 29IX1998; L. 72.583, sent. de 5-IV-2000; L. 

74.805, sent. de 21-III-2001; L. 77.503, sent. de 6-VI-2001; doct. C.S.J.N.; “Fallos”, 

260:153; 286:76; 288:325; 300:241 y 1087; 301:1062; 302:457 y 1149; 303:1708 y 

324:920, entre muchos otros), por lo que la alegación de un supuesto de aquella índole 

requiere por parte de quien lo invoca de una crítica clara, concreta, y fundada de las 

normas constitucionales que reputa afectadas (conf. SCBA, B 60192 S 5-4-2006). 

Teniendo en cuenta lo señalado en los párrafos que antecede, considero que además de 

lo expuesto al comienzo del presente considerando, la presentación en estudio no se 

cumplió con los requisitos expuestos para poder declarar que las normas denunciadas 

sean tachadas de inconstitucionalidad, ya que de lo que surge expresado en tal 

oportunidad (fs. 16 ss.) no se ha demostrado acabadamente de que manera el articulado 

en cuestión causare gravamen constitucional alguna.. 

Un planteo de ésta índole, para ser atendida, debe tener un sólido desarrollo argumental 

y contar con un no menos sólido fundamento que se apoye en las probanzas de la causa. 

Por todo lo hasta aquí expuesto, es que corresponde rechazar el planteo de 

inconstitucionalidad efectuado. 

IV) Por todo lo expuesto, citas legales y lo dispuesto en los arts. 160 y 163 del C.P.C., 

RESUELVO: 

1.- Desestimar el pedido de habilitación de la vía judicial sin la relación del trámite de 

mediación previo (arts. 1, 2, 3 y concs. ley 13.951); 

2.- Rechazar el planteo de oposición a la excusación hecha por la mediadora Natalia 

Cecilia Poleggio al tiempo de conformar el acta de mediación de fs. 5 (arts. 18 y 31 ley 



13.951); 

3.- No hacer lugar al planteo de inconstitucionalidad introducido en el punto “VI” de fs. 

16 y siguientes; 

4.- No imponer costas por ausencia de sustanciación (art. 161 inc. 3 del C.P.C.).- 

REGISTRESE. NOTIFIQUESE personalmente o por cédula (art. 135 inc. 12 del 

C.P.C.).- 

Firme la presente, corresponde la remisión de los presentes actuados a la Receptoría 

General de Expedientes a los fines de ordenar nuevo sorteo de mediador (arts. 7, 28, 31 

y concs, ley 13.951; 5, 6, 23 y concs. dec. ley 2530/10). 

FERNANDO JOSE MENDEZ ACOSTA 

JUEZ CIVIL Y COMERCIAL 

 

 


